Vista N° 548

29 de agosto de 2003

Proceso Contencioso El Licdo. Carlos A. Herrera,
Administrativo de en representacidén de Gilberto
Plena Jurisdiccién Achén Solé, para que se

declare nulo por ilegal, el
acto administrativo contenido
en la Resolucién N°DG-037-03

Contestacién de de 28 de febrero de 2003,
la Demanda dictado por el Director
General de la Policia Técnica
Judicial, el acto

confirmatorio, y para dque se
hagan otras declaraciones.

Sefior Magistrado Presidente de la Sala Tercera, de 1lo
Contencioso Administrativo, de la Corte Suprema de Justicia.

En virtud del traslado de 1la demanda contencioso
administrativa de plena Jjurisdiccidén, identificada en el
marginal derecho superior del presente escrito, efectuado por
la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo, de la Corte
Suprema de Justicia, procedo a darle contestacidén formal,
conforme a lo dispuesto en el articulo 5, numeral 2 de la Ley
N°38 de 31 de julio de 2000, sefialando lo siguiente:

I. Las peticiones de la parte demandante son 1las
siguientes:

E1l apoderado judicial del Lic. Gilberto Achdén Solé
solicitdé a la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia la
declaracién de ilegalidad y por lo tanto, la nulidad de 1la
Resolucién N°DG-037-03 de 28 de febrero de 2003, proferida
por el Director General de la Policia Técnica Judicial, al
igual que pide la ilegalidad del acto confirmatorio
identificado como Resuelto N°DG-PER-007-03 de 30 de abril de
2003, pronunciado por el Director General de la Policia

Técnica Judicial. Ademés, solicita que se le paguen los



salarios dejados de percibir desde su suspensién hasta el

momento de su reincorporacidn al puesto.

Este Despacho solicita a los Honorables Magistrados, que
integran la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia,
denegar las declaraciones impetradas por el actor, toda vez
que no le asiste la razdbén, en sus reclamaciones, tal y como
lo demostraremos durante el transcurso de este proceso.

II. Los hechos u omisiones que fundamentan la accién,
los contestamos de la siguiente manera:

Primero: No me consta, por tanto, lo niego.

Segundo: Igual qgque el anterior, no me consta y por lo tanto
lo niego.

Tercero: Lo que se expresa no es un hecho, son
cuestionamientos subjetivos propios de la fase de
alegaciones y como tal se recibe.

Cuarto: Esto no es un hecho y para los efectos del expediente
debe considerarse parte de las alegaciones.

Quinto: Esto no es un hecho es la referencia al acto
administrativo demandado y como tal se recibe.

Sexto: No nos consta y por lo tanto lo negamos, sin embargo,
en el Informe explicativo de conducta, el Director
General de la Policia ©Nacional sefiala gque no
destituyd a Achdén Solé por la supuesta verificaciédn
al Lic., Eric Bravo Dutary, si no por el manejo
general y el uso no apropiado que da al sistema de
verificacién adscrito al Departamento gque en esa
época, estaba bajo la jefatura del demandante.

Séptimo: No nos consta, por lo tanto lo niego.

Octavo: Situacidén que no es el motivo de la destitucidén del

Lic. Achdén Solé, si no la falta de controles y el



uso del sistema de verificaciédn de manera inadecuado
o fuera del propdsito determinado.

Noveno: No me consta y por lo tanto lo niego.

Décimo: No nos consta, y como se ha dicho no es importante
si era la verificacidén del Licenciado Bravo Dutari,
el asunto es el uso 1nadecuado al sistema de
verificacioén % la falta de los controles
correspondientes.

Undécimo:No es cierto tal como se describe en este hecho.
Pues, la Resolucidédn Confirmatoria se identifica como
Resolucién N°DG-PER-007-03 de 30 de abril de 2003 vy
ciertamente, agota la via administrativa,
permitiendo la actuacidédn ante la Sala Tercera de la
Corte Suprema de Justicia.

La Procuraduria de la Administracidén reitera la peticiédn
respetuosa a los Honorables Magistrados gque denieguen las
peticiones incoadas por la parte demandante.

ITT. En torno a las disposiciones legales que el
demandante aduce como infringidas y el concepto de su
violacién, 1la Procuraduria de la Administracién expone 1lo
siguiente:

Primero: Seguin el demandante, con el acto administrativo
acusado, es decir, la Resolucién N°DG-037-03 de 28 de febrero
de 2003, proferido por el Director General de 1la Policia
Técnica Judicial, se infringe, por violacién de manera
directa, por indebida aplicacién el articulo N°41 literales d
y f del Reglamento Interno de la Policia Técnica Judicial.

El articulo 41 del Reglamento Interno de 1la Policia
Técnica Judicial sefiala en sus 1literales (d) y (f), 1lo

siguiente:



“Articulo 41. De 1la Remocién del
cargo. Ademas de lo establecido en
el articulo anterior, se procederéd a
la destitucidén del funcionario en
los siguientes casos:

a..

b..

c..

d. La deslealtad al anteponer, el
funcionario, sus intereses a
los de la Institucién.

e. ..

f. La conducta desordenada e
incorrecta del funcionario que
ocasione perjuicios al
funcionamiento o al prestigio
de la Instituciédn.

g. "

Concepto de la Procuraduria de la Administracién.

Valga destacar que el demandante se refiere a la
violacidén directa por Indebida Aplicacidn, situacidn que no
encaja entre los motivos de ilegalidad definidos en la Ley.
Al respecto, cabe comentar que si bien se hace alusién a la
derogacidén del articulo 26 de la Ley 135 de 1943, por la Ley
38 de 2000, tampoco en esta Ley se hace alusidén a la
violacidén directa por 1indebida aplicacidn, de manera que
este motivo constituye un hibrido, que no es definido en
nuestro derecho positivo, lo que impide un anadlisis de fondo
de la supuesta violacidén por parte de la Resolucién N°DG-
037-03 de 28 de febrero de 2003.

Ademds, cabe preguntarnos, puede la Resolucidén N°DG-037-
03 de 28 de febrero de 2003, fundamentada en la violacidn de
los 1literales (d) vy (f) del articulo 41 del Reglamento
Interno de la Policia Técnica Judicial, violar esos mismos
literales del articulo 41 del Reglamento Interno de la
Policia Técnica Judicial, por indebida aplicacidn?

Una explicacién doctrinal, muy aceptada, nos remite a la

definicién de la indebida aplicacidén como motivo de



ilegalidad, concibiéndola como la aplicacidén de un texto
legal, perfectamente claro, a un caso no regulado por él. Es
decir, se aplica una norma gque no es pertinente al caso, o
se aplica una norma derogada que la administracidén creyd
vigente.

Estamos casi seguros que ninguno de los dos supuestos
encajan en la situacidén que presenta el demandante. Primero,
no se trata de una aplicacién de una norma derogada, la cual
se haya tomado como vigente. En segundo lugar, la aplicacidn
de los 1literales (d) y (f) del articulo 41 del Reglamento
Interno de la Policia Técnica Judicial, se hace en
consideracidén de que es un texto legal, perfectamente claro,
en el cual se subsume la situacién de hecho comprobada vy
aceptada por Gilberto Achdén Solé. Pues, Achdén aceptd, que en
efecto, se utilizé la clave a su cargo, para acceder a la
base de dato facilitada por el Tribunal Electoral, sin qgue
esta utilizacién correspondiera a una investigacidédn a cargo
de la Policia Técnica Judicial. Asimismo reconoce gue no
existian los controles adecuados para gque otras personas
accedieran al sistema ni se establecieron los registros que
determinaban la situacién o motivo por la cual se accedia a
informacién no sustentada en una investigacién judicial.

De manera que la conducta asumida por Achdén no fue la més
adecuada, como responsable del Departamento de Identificacidn
Judicial, gque necesariamente conoce y ha de responder por el
funcionamiento del Departamento, evitando situaciones que
puedan generar perjuicios a la instituciédn.

Consideramos que este cargo no tiene fundamento legal
que lo sustente y por 1lo tanto manifestamos el disentimiento

con el mismo.



Segundo: Sefiala el demandante que a través de la
Resolucién N°DG-037-03 de 28 de febrero de 2003 se ha
violado el articulo 45 de la Ley 16 de 9 de julio de 1991,
Orgénica de la Policia Técnica Judicial, explicando que tal
violacidén directa se da por indebida aplicacidn.

Al respecto transcribimos el articulo supuestamente
violado, en el cual se dispone:

“Articulo 45. Todo funcionario o
servidor de la Policia Técnica
Judicial, por el hecho de serlo,
estd obligado a acatar esta Ley vy
demds leyes de la Republica; asi
mismo a observar las normas morales
y de buena costumbre que practica
nuestra sociedad, tanto dentro de
su vida pUblica como privada, y a
cumplir el régimen disciplinario

siguiente:

1. Las sanciones que pueden
imponerse, si no se considera
necesaria la remocidn, a los

miembros de la Policia Técnica
Judicial, por infraccidén de la Ley,
Decreto o Reglamento referente al
ramo o pdér falta disciplinaria gque
no constituya delito ni falta de
policia, seran las siguientes:

a. Amonestacidédn privada.
b. Amonestacidn escrita.
c. Suspensidén sin goce de
salario.
2. La amonestacidn privada
consistiréa Gnicamente, en la

reconvencién oral por faltas leves
y no habituales.

3. La amonestacidén escrita, por
reincidencias en faltas leves o
segin la naturaleza de la falta
leve.

4. La suspensién sin goce de
salario hasta por guince dias, por
faltas graves vy no habituales o
reincidencia en faltas leves.

5. El1 reglamento Interno de la
Institucidén tipificard 1las faltas
leves y graves y las sanciones a
las mismas.

6. Todo miembro de la Policia
Técnica Judicial estd en el deber
de denunciar ante el Jefe Superior
las faltas de que tenga
conocimiento cometidas por sus
miembros. El jefe tendra la



obligacién de oir los cargos y 1los
descargos y promover el tramite de
la denuncia.”

Segun el demandante, el acto acusado de ilegalidad,
viola de manera directa por omisidén las normas antes citada,
dada la circunstancia de que el Director General de 1la
Policia Técnica Judicial destituye a Achdén cuando contaba con
otras medidas para sancionarlo sin utilizar la medida
extrema...

Concepto de la Procuraduria de la Administracién.

Iniciamos sefialando que el demandante ha dejado
manifiesto en su escrito que el acto acusado viola el
articulo 45 de 1la Ley 16 de 1991, bajo dos supuesto o
modalidades de ilegalidad, al iniciar su segundo cargo seflala
la Violacidén Directa por 1Indebida Aplicacién y luego al
explicar el cargo, manifiesta que se trata de violaciédén
directa por omisidn.

Como ya hemos mencionado no existe la violacidén directa
por indebida aplicacién en nuestro derecho positivo, lo que
pudiera entenderse como referencia a la indebida aplicacidn.
Pero, luego sefiala que se dio violacidén directa por omisiédn.
Es decir que menciona dos causales que son contrapuestas. Al
respecto el Doctor Molino Mola, hacia la advertencia de que
no es lo mismo la falta de aplicacién u omisidén que la
indebida aplicacién.

La violacién directa por omisidédn o falta de aplicacién,
es aquella actuacidén en la que se deja de aplicar una norma
legal que decide o resuelve la situacidédn juridica planteada.
Por el contrario, hay aplicacién indebida, cuando un texto
legal, perfectamente claro se aplica a un caso no regulado

por él, es decir se aplica una norma que no es pertinente al



caso o una norma que la administracidén cree vigente, pero se
trata de una norma derogada.

De modo que la confusidén expuesta por el demandante
impide entrar a decidir la existencia o no de la ilegalidad,
pues es obvio que el demandante confunde dos formas distintas
de violar la Ley en una sola y no le es dable a la Sala ni a
esta Procuraduria determinar cual seria el enfoque correcto,
sin incurrir en una actuacidén subjetiva y hasta arbitraria.

La Sala Tercera ha sido reiterativa al sefialar la
necesidad de explicar el motivo de 1ilegalidad de la norma,
como requisito indispensable que debe contener toda demanda
contencioso administrativa, a fin de que se pueda analizar el
fondo de las causales o motivos de ilegalidad invocados por
el actor.

Tercero: La otra norma infringida, por el acto
administrativo, acusado, es el articulo 49 de la Ley 16 de
1991, que se dice violada de manera directa, por omisidn.

El articulo 49 de la Ley 16 de 1991, sefiala:

“Articulo 49. Los miembros de la Policia
Técnica Judicial gozaran de estabilidad
en su cargo % tendréan los demés
beneficios que 1la Ley reconozca a 1los
integrantes de la Fuerza PUblica.”

Opinién Jjuridica a cargo de 1la Procuraduria de 1la
Administracién.

La violacién directa por omisidén se refiere a la falta
de aplicacién de una norma legal gque decide o resuelve la
situacidén juridica planteada.

El articulo 49 de la Ley 16 de 1991 no es la norma que
decide o resuelve la situacién Jjuridica planteada, porque La

estabilidad sélo es una condicién reconocida al funcionario

gue mantiene buena conducta, y no se extiende al que ha



creado situaciones disciplinarias. Por otra parte el
Licenciado Achdén no ha demostrado gque ingresara por Cconcurso
de mérito u oposiciones, por lo tanto es un funcionario de
libre nombramiento vy remocién del Director General de la
Policia Técnica Judicial.

Por las consideraciones expuestas disentimos de 1los
argumentos que sostiene el demandante y reiteramos a 1los
Honorables Magistrados nuestra solicitud de que se nieguen
las peticiones de la parte demandante, previa declaratoria
de legalidad de los actos administrativos demandados.

Pruebas: Aducimos como prueba el expediente laboral de
Gilberto Achdén Solé en la Policia Técnica Judicial, el cual
deberd ser requerido a dicha instituciédn. Aceptamos las
copias, debidamente autenticadas e incorporadas al cuaderno
judicial con la demanda siempre que sean pertinentes,
conducentes y conforme a las exigencias del Cdédigo Judicial.

Derecho: Negamos el Derecho invocado.

Del Sefior Magistrado Presidente,

Licda. Alma Montenegro de Fletcher
Procuradora de la Administracién

AMdeF/09/bdec

Licdo. Victor L. Benavides P.
Secretario General



Materia:

despido por causa disciplinaria.
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